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Patricia Helena Corrales Hernández 

Magistrada ponente 

 
Aprobado mediante acta No. 204 

 
Cartagena de Indias, D. T. y C., dieciséis (16) de noviembre de dos mil 

veintiuno (2021). 

 

1. MOTIVO DEL PRONUNCIAMIENTO 
 
1.1. Procede la Sala a resolver la impugnación formulada por la Alcaldía 

Mayor de Cartagena, la Comisión Nacional del Servicio Civil–CNSC, 

Marina Villamil Cuello, Rafael Jiménez Bautista, Paola Serna Tobias y 

Renzo Orozco Ribon, contra la sentencia del veintiocho (28) de julio de dos 

mil veintiuno (2021), proferida por el Juzgado Primero (1°) Penal del 

Circuito Especializado que amparó los derechos fundamentales a la 

igualdad, trabajo y acceso a cargos públicos de Liry Luz Múnera Cabrera. 

 

2. ANTECEDENTES 
 
2.1. Manifestó la accionante que participó en el proceso de selección 771 de 

2018 en el marco de la Convocatoria Territorial Norte, realizado por la CNSC 

a fin de proveer empleos vacantes de Carrera Administrativa, para la planta 
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de personal de la Alcaldía  de  Cartagena. Con tal propósito,  aplicó  al cargo 

de inspector de Policía Urbano en la Alcaldía de Cartagena de Indias, 

identificado con la OPEC 73517, Código 233 Grado 37, para el que se 

reportaron once (11) vacantes y ocupó el puesto No. 15 en la  lista  de 

elegibles. 

 
2.1.1. Posteriormente, la Alcaldía de Cartagena, a través de los decretos 

315 y 0651, ambos del año dos mil diecinueve (2019), ordenó el cambio de 

grado salarial de dicho empleo, pasando de grado 37 a 43 y creó cuatro (4) 

plazas más para el mismo cargo, las cuales, actualmente, están siendo 

ocupadas por personas en provisionalidad. 

 
2.1.2. Indicó que la persona que ocupó el puesto octavo (8°) de la lista de 

elegibles decidió no posesionarse, por ende, hay un total de cinco (5) plazas 

vacantes para el cargo de Inspector de Policía Urbano. 

 
2.1.3. Mediante Decreto del catorce (14) de octubre de dos mil veinte (2020), 

la Alcaldía reportó once (11) plazas vacantes para suplir el  cargo  de 

inspector de Policía, Código 233, Grado 37,  los  cuales  fueron ocupados  por 

las primeras once (11) personas que conformaron la lista de elegibles. 

 
2.1.4. Luego, la accionante solicitó a la Alcaldía su nombramiento para 

ocupar una de las cinco (5) plazas vacantes reportadas con posterioridad. 

Ante esa petición, la Alcaldía requirió a la CNSC para que autorizara el uso 

de la lista de elegibles y así proceder con el nombramiento. Empero, la CNSC 

le contestó que “no es posible acceder favorablemente a su solicitud toda vez 

que, los empleos con código OPEC 73518 y 73517 NO cumplen con las 

características establecidas en el criterio unificado “USO DE LISTAS DE 

ELEGIBLES EN EL CONTEXTO DE LA LEY 1960 DE 27 DE JUNIO DE 2019” 

del 16 de enero de 2020, debido a que mediante Decreto 0315 de 2019 la 

Entidad recategorizó dichos empleos”. 

 
2.1.5. No obstante, advierte la actora que la CNSC permitió que la Alcaldía 

nombrara a las once (11) personas de la lista de elegibles que aplicaron al 

cargo de inspector de Policía luego de haberse realizado la recategorización 

que implicó el cambio de Grado de 37 a 43. Desde ese  hecho,  han 

transcurrido más de ocho (8) meses sin que las entidades accionadas hayan 

hecho los nombramientos respectivos para las vacantes en mención. 
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2.1.6. Finalmente adujo que ha agotado los recursos administrativos a su 

alcance sin recibir respuesta de fondo a sus peticiones, toda vez que la 

respuesta otorgada por la CNSC mediante oficio AMC-OFI-0038009-2021, 

no constituye un acto administrativo demandable ante la jurisdicción 

contenciosa, motivo por el cual la acción de tutela es el único medio que le 

queda para lograr la materialización de su derecho. 

 
2.2. Por lo anterior, pide que se tutelen sus derechos fundamentales a la 

igualdad, trabajo y al acceso al empleo público a través del mérito. En 

consecuencia, se ordene a la CNSC que autorice el uso de las listas de 

elegibles para la provisión de las cinco (5) plazas que se encuentran vacantes 

del empleo de inspector de Policía Urbano OPEC 73517 y a la Alcaldía de 

Cartagena que, una vez concedida esa autorización, proceda a hacer 

efectivo su nombramiento en el cargo de inspector de Policía Urbano sin 

dilaciones administrativas. 

 

3. ACTUACIÓN PROCESAL 

 
3.1. El conocimiento de la presente acción le correspondió al Juzgado 

Primero  (1°)  Penal  Especializao  de esta ciudad, el cual, a  través de auto 

del seis (6) de julio del presente año, admitió la  demanda  de  tutela 

promovida contra la Alcaldía  Mayor  de  Cartagena y la CNSC  y les solicitó 

un informe sobre los hechos que dieron lugar a la acción de tutela. En ese 

mismo auto, vinculó a quienes integran el actual registro de elegibles para 

el cargo de inspector de Policía Urbano del proceso de selección 771 de dos 

mil dieciocho (2018) realizado por la CNSC en aras de que intervinieran en 

el trámite de tutela. 

 
3.1.1. Con posterioridad, mediante auto del trece (13) de julio hogaño el a 

quo decretó la nulidad de la actuación con el fin de vincular a los inspectores 

de Policía Urbano Grado 43 de la ciudad de Cartagena que estuvieran 

ocupando el cargo ofertado en provisionalidad, a quienes se les concedió un 

término de cuarenta y ocho (48) horas para que rindieran un informe 

relacionado con el presente asunto. 
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3.2. Mediante sentencia expedida el veintiocho (28) de julio de dos mil 

veintiuno (2021), el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de 

Cartagena concedió el amparo deprecado. En consecuencia,  ordenó  a  la 

CNSC que procediera a autorizar la provisión de las cuatro (4) plazas que 

actualmente se encuentran vacantes correspondientes al cargo  de inspector 

de Policía Urbano, Código 233 Grado 43, haciendo uso de la lista de elegibles 

publicada en la Resolución No 10248 de 14 de octubre de dos mil veinte 

(2020). 

 
3.2.1. Notificada la decisión, la Alcaldía Mayor de Cartagena, la CNSC y 

los vinculados Marina Villamil Cuello, Rafael Jiménez Bautista, Paola 

Serna Tobías y Renzo Orozco Ribón impugnaron el fallo de tutela. 

 
3.2.2. Como resultado del trámite de asignación de la impugnación del 

presente proceso, esta Sala de Decisión Penal, mediante providencia del 

trece (13) de septiembre hogaño, decretó la nulidad de todo lo actuado con 

la finalidad de que el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado 

integre debidamente el contradictorio con las personas ocupantes de los 

puestos 13 y 14 de la lista de elegibles que, pese a que se encomendó a la 

CNSC que les notificara la admisión de la demanda, no allegó constancia 

que lo acreditara. 

3.2.3. En obediencia a la providencia proferida, mediante auto del quince 

(15) de septiembre de la presente anualidad el Juzgado Primero Penal del 

Circuito Especializado de Cartagena ordenó notificar directa y 

personalmente a Margarita Judith Pastrana Correa, a Richard Alberto 

Herazo Medina y a los sujetos integrantes de la lista de elegibles al cargo 

de inspector de policía urbano de Cartagena,  por  último,  comisionó  a  la 

CNSC para que los notificara. 

3.3. De los informes rendidos por las accionadas y vinculados al 

trámite constitucional 

• CNSC 

 
3.3.1. Al rendir informe, la CNSC indicó que la presente acción de tutela 

debe ser declarada improcedente, por cuanto la accionante cuenta con un 

medio de defensa idóneo para cuestionar la legalidad de los actos 

administrativos. 
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3.3.1.1 Manifestó que, la  accionante  no  demostró  la  inminencia,  gravedad 

y el carácter impostergable del amparo que reclama. Además, agregó que no 

existe perjuicio irremediable en relación a la aplicabilidad de las normas que 

rigen el concurso de méritos y el criterio unificado de dieciséis (16) de enero 

de dos mil veinte (2020) que regula la aplicación de la ley 1960 frente al uso 

de listas. 

 
3.3.1.2. También argumentó que las listas de elegibles conformadas en la 

Convocatoria No. 744 a 799, 805, 826 y 827. 987 y 988-Territorial Norte, 

pueden ser usadas durante su vigencia para proveer empleos con igual 

denominación, código, grado, asignación básica mensual, propósito, 

funciones, ubicación geográfica y mismo grupo de aspirantes que surjan con 

posterioridad en la planta de personal de la entidad, y no para empleos 

creados con posterioridad y equivalentes, como en este caso, donde las 

vacantes se encuentran provistas con quienes ocupasen las posiciones de 

la uno a la once (de la 1 a la 11) en la lista de elegibles. 

 
3.3.1.3. Corroboró, que durante la vigencia de la lista la Alcaldía de 

Cartagena no ha reportado vacante adicional a las ofertadas en el marco del 

proceso de selección que cumpla con el criterio de mismos  empleos.  Por 

tanto, no es razonable hacer uso de la lista de elegibles. 

 
• Alcaldía de Cartagena 

 
3.3.2. Manifestó que la autoridad territorial conformó y adoptó lista de 

elegibles para proveer once (11) vacantes definitivas del empleo denominado 

inspector de Policía Urbano, categoría especial y primera categoría, código 

233, grado 37, identificado con el Código OPEC No. 73517, pues CNSC, 

mediante oficio 20211020737971 del primero (1°) de junio del año en curso, 

autorizó el uso de la lista de elegibles. 

 
3.3.2.1. Afirmó que el empleo denominado inspector de Policía Código 233 

Grado 37 y el empleo Inspector de Policía Código 233 Grado 43 son el mismo 

y que su única diferencia radica en una mejora en el  ingreso  salarial  del 

cargo. 
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3.3.2.2. Agregó que, mediante oficio de siete (7) de diciembre de dos mil 

veinte (2020), la Alcaldía  de  Cartagena solicitó ante la CNSC el uso de lista 

de elegibles con aquellos que ocuparan hasta la posición  No.  quince  (15), 

para cubrir cuatro (4) vacantes del empleo inspector de Policía Grado 43, 

surgidas con posterioridad a la convocatoria 2018 No. 771, pero la CNSC 

contestó que la recategorización del empleo del grado treinta y siete (37) a 

cuarenta y tres (43) significaba una modificación del empleo, por lo que no 

autorizó el uso de la lista de elegibles. 

 
3.3.2.3. Posteriormente, mediante  ampliación  de  informe  del  veinticuatro 

(24) de septiembre, indicó que Richard Alberto Herazo Medina presentó 

acción de tutela en la que la señora Liry Luz Múnera intervino como tercero 

con interés, la cual fue resuelta por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito 

mediante fallo del seis (6) de abril de la presente anualidad a través el cual 

declaró la improcedencia de la acción de tutela por la existencia  de  otro 

medio de defensa judicial. 

3.3.2.4. Finalmente, que en vista que en virtud del fallo de tutela del 

veintiocho (28) de julio la C.N.S.C. autorizó el nombramiento en período de 

prueba de Liry Luz Múnera Cabrera (puesto No. 15), Margarita Judith 

Pastrana Correa (puesto No. 13), Richard Alberto Herazo Medina (puesto 

No. 14) y Diana  María  Sumosa  Ortega (puesto No. 15). Por consiguiente, 

nos encontramos ante una carencia de objeto por hecho superado. 

• Marina Villamil Cuello, Rafael Jiménez Bautista, Paola Serna 

Tobías y Renso Orozco Ribón 

 
3.3.3. Expresaron que los cuatro (4) empleos vacantes fueron creados antes 

del Concurso No. 771-2018 y que dichos puestos fueron recategorizados en 

el año dos mil diecinueve (2019). Por ello, advirtieron que la accionante no 

cumple con ninguno de los requisitos que establece el artículo 8 del Acuerdo 

No. 0013 del 2021, mediante el cual se establece el uso  de  la  lista  de 

elegibles. 

 
3.3.3.1. También manifestaron que, en todo caso, solo hay un (1) empleo 

vacante ofertado para el cargo de Inspector de Policía Código 233, grado 43 

y que fue ocupado por la persona que ocupó el puesto No. doce (12) en la 
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lista de elegibles. Por ello, solicitaron que se declare improcedente la acción 

de tutela por no cumplirse con el requisito de subsidiariedad. 

 
3.3.3.2. Que existió un pronunciamiento previo a través de acción de tutela 

presentada por el señor Richard Alberto Herazo Medina, la cual en su 

momento fue coadyuvada por la señora Múnera Cabrera. 

3.3.3.3. Finalmente, solicitaron que se declare la improcedencia de la acción 

de tutela por la existencia de un medio de defensa judicial preferente como 

lo es el medio de control de nulidad y restablecimiento de derecho ante la 

Jurisdicción Contencioso Administrativa. 

• Rafael Enrique Torres Díaz 

3.3.4. En su calidad de integrante de la lista de elegibles contenida en la 

resolución No. 10248 del dos mil veinte (2020), coadyuvó la acción de tutela 

presentada por Liry Luz Múnera Cabrera. 

• Defensor del Pueblo de la Regional Bolívar 

3.3.4.1. Indicó que, a su juicio, no se le habían brindado a Rafael Jiménez 

Bautista, Marina Villamil Cuello y Paola Serna Tobías, las garantías 

necesarias para la efectividad de sus derechos al debido proceso, mínimo 

vital y derecho al trabajo. 

3.3.4.2. Solicitó que sea analizada la posible afectación de los derechos 

fundamentales que ostentan los solicitantes que venían ocupando los cargos 

de inspector de policía. A su vez, considera pertinente que se evalúe la 

existencia de un pronunciamiento judicial anterior emitido por el Juzgado 

Cuarto Laboral del Circuito de Cartagena en la que la accionante obró como 

coadyuvante. 

• Richard  Alberto Herazo Medina, Margarita Judith Pastrana Correa 

y Diana María Sumosa de Ortega 

3.3.5. En su calidad de terceros con interés como miembros de la lista de 

elegibles coadyuvaron la acción de tutela presentada por la señora Liry Luz 

Múnera y en consecuencia solicitaron la protección los derechos de los 

ocupantes de la lista de elegibles, tal y como lo hizo el fallo de primera 

instancia. 

• Cesar Augusto Charry Marrugo 
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3.3.6. Como miembro de la lista de elegibles expresó que en audiencia 

pública de oferta de vacantes realizada el día nueve (9) de noviembre de dos 

mil veinte (2020) no fue puesta a disposición para escogencia una de las dos 

plazas que se encontraban en vacancia definitiva en la Inspección de Policía 

Permanente de Bocagrande a pesar de que se encontraba ocupada por un 

servidor en provisionalidad. En vista de ello, optó por tomar posesión del 

cargo de inspector de policía diurno de Bocagrande. 

3.3.6.1. Posteriormente, el día nueve (9) de agosto hogaño presentó solicitud 

de reubicación y/o traslado para la vacante que se encuentra en 

provisionalidad en la Inspección de Policía Permanente de Bocagrande sin 

que a la fecha de presentación del memorial se le haya dado respuesta. 

3.3.6.2. Por último, solicitó que, en caso tal el despacho disponga tutelar 

los derechos fundamentales alegados por la accionante, le sea atendida la 

petición de traslado y/o reubicación y que posteriormente se realice 

audiencia pública de escogencia de plazas para todas las personas que 

ocupan la lista de elegibles, con la inclusión de todas las plazas vacantes. 

• Liry Luz Múnera Cabrera 

3.3.7. Frente a la presunta actuación temeraria, la señora Liry Luz Múnera 

Cabrera indicó que la demanda presentada con anterioridad no contenía los 

mismos hechos, fundamentos de derechos y tampoco pruebas. Señaló que, 

a la fecha de admisión de la acción de tutela instaurada por Richard Herazo 

se había producido la vulneración que ella pone de presente en su solicitud 

de amparo. 

3.3.7.1. En conclusión, adujo que no se encuentran demostrados los 

elementos constitutivos de la temeridad alegada por tercero y anexó la 

acción de tutela presentada en su momento por el señor Richard Herazo. 

3.4. De la decisión de primera instancia 

3.4.1. Mediante sentencia del veintinueve (29) de septiembre del año en 

curso el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Cartagena 

resolvió tutelar los derechos fundamentales a la igualdad, trabajo y acceso 

al empleo público a través del mérito de Liry Luz Múnera  Cabrera, 

Margarita Judith Pastrana, Richard  Alberto  Herazo  Medina,  Diana 

María Sumosa Ortega y Rafael Torre Díaz. 
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3.4.1.1. En consecuencia, ordenó a la CNSC que autorizara la provisión de 

las cuatro (4) vacantes correspondientes al cargo de inspector de policía 

urbano código 233, grado 43 de la Alcaldía Mayor de Cartagena que 

actualmente se encuentran en provisionalidad, haciendo uso de la lista 

publicada en la Resolución No. 10248 del catorce (14) de octubre de dos mil 

veinte (2020). 

3.4.1.2. Asimismo, ordenó a la Alcaldía Mayor de Cartagena que, una vez 

cumplido lo anterior, proceda al nombramiento de las personas que se 

encuentran actualmente en turno en la  lista  en  el  siguiente  orden: 

Margarita Judith Pastrana (13), Richard Alberto Herazo  Medina  (14), 

Liry Luz Múnera Cabrera (15). 

3.4.1.3. En fecha posterior,  mediante providencia del cuatro  (4) de octubre 

el juzgado de primera instancia adicionó al fallo de tutela del veintinueve 

(29) de septiembre del año en curso en orden de abstenerse de resolver la 

solicitud presentada por el señor Cesar Charry Marrugo el veintidós (22) de 

septiembre e igualmente abstenerse de resolver lo solicitado por el señor 

Erick Urueta Benavidez por ser extemporáneo. 

3.4.2. Una vez notificada esa decisión, la CNSC, la Alcaldía de Cartagena, 

Marina Villamil Cuello, Rafael Jiménez Bautista, Paola Serna Tobias y 

Renzo Orozco Ribon presentaron recurso de impugnación, así: 

3.5. De la sustentación del recurso de alzada 

• CNSC 

3.5.1. Esta entidad censuró la decisión del fallador de primera instancia al 

considerar que existe un medio de defensa judicial idóneo provisto por la 

jurisdicción de lo Contencioso Administrativo para resolver la pretensión de 

la accionante. 

3.5.1.1. Indicó que el juzgado erró al considerar que las listas de elegibles 

conformadas previo a la expedición de la Ley 1960 de 2019 fueron previstas 

para proveer empleos equivalentes, pues la expedición del Criterio 

Unificado  para  el  “Uso de Listas de Elegibles en el contexto de la Ley 1960 

de 27 de junio de 2019” no obedece a un mero capricho sino a un análisis 

prolijo y riguroso del sistema de evaluación efectuado en cada uno de los 

procesos de selección. 
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3.5.1.2. Precisó que para aquellos procesos de selección cuyo acuerdo 

haya sido aprobado antes del 27 de junio de 2019, en efecto la ley resulta 

aplicable cuando se trata de “mismos empleos” mas no de “empleos 

equivalentes”. Por consiguiente, mal resulta que se hayan amparado los 

derechos de la accionante cuando no se dan los presupuestos legales para 

el particular. 

• Alcaldía de Cartagena 

3.5.2. Manifestó su inconformidad con el fallo exponiendo que el proceso ha 

estado bajo la responsabilidad de la CNSC y que su entidad representada 

únicamente tiene la facultad y competencia de nombrar a los elegibles cuya 

autorización sea previamente expedida por la CNSC. Por ende, solicitó que 

se declare la improcedencia de la acción de tutela por falta de legitimación 

en la causa por pasiva respecto a la Alcaldía mayor de Cartagena de 

Indias. 

• Marina Villamil Cuello 

3.5.3. Sostuvo que, en el presente caso, no se cumplía con el requisito de 

procedencia de la demanda de amparo, en tanto que lo que se ataca por la 

accionante es un acto administrativo que debe ser controvertido ante la 

jurisdicción contencioso administrativo. 

3.5.3.1. También indicó que en el curso fueron ofertadas once (11) vacantes 

y ya fueron ocupadas por las personas de la lista de elegibles, pero los cargos 

creados con posterioridad no obedecen el mismo empleo, en tanto que la 

recategorización hecha por la Alcaldía realizó una variación en el grado, 

pasando de 37 a 43. 

3.5.3.2. Por último, consideró que no era dable aplicar de manera 

retrospectiva la lista de elegibles, habida cuenta que los todos los actos 

administrativos se generaron con anterioridad a la entrada en vigencia de la 

ley 1960 de dos mil diecinueve (2019). 

• Rafael Eduardo Jiménez Batista 

3.5.4. Expresó que la acción de tutela no cumplió con el requisito de 

subsidiariedad que requiere la solicitud de amparo para ser declarada 

procedente, pues la accionante no probó que, a través del amparo, se 

estuviera evitando la configuración de un perjuicio irremediable. Además, 

apuntó que la accionante tampoco sustentó el cumplimiento del requisito 

de inmediatez y que el fallador de primera instancia omitió su análisis. 
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3.5.4.1. Añadió que la accionante ocultó información referente a una acción 

de tutela presentada con anterioridad ante el Juzgado Cuarto Laboral del 

Circuito de Cartagena en la cual fungió como coadyuvante. 

3.5.4.2. Por los argumentos mencionados solicitó que se revoque el fallo 

proferido en primera instancia y, en consecuencia, se le ordene al jefe de la 

Oficina de Talento Humano de la Alcaldía Mayor de Cartagena de Indias que 

reintegre a las personas que se desempeñaban en el cargo de inspector de 

Policía con anterioridad. Finalmente solicitó que se compulse copias para 

que sea investigada penal, disciplinaria y fiscalmente la señora María 

Eugenia García Montes por el detrimento patrimonial creado por dicha 

funcionaria al nombrar funcionarios que, a su juicio, no debía desempeñar 

dichos cargos. 

• Paola Andrea Serna Tobías 

3.5.5. Arguyó que el fallador de primera instancia desconoció la causal de 

improcedencia que se sostiene ante la existencia de otros recursos o medios 

de defensa judiciales, pues la accionante debió acudir a la jurisdicción 

ordinaria y ejercitar el medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho. A su vez, dijo que no se acreditó la vulneración de derechos 

fundamentales en vista que los empleos en cuestión no son iguales. 

3.5.5.1. Por lo mencionado solicitó que se declare la improcedencia de la 

acción de tutela y, en consecuencia, se le ordene al jefe de la Oficina Jurídica 

de la Alcaldía Distrital que reintegre a los cargos de Inspectores de Policía 

que venían ocupando con anterioridad a la emisión del fallo. 

• Renzo Orozco Ribon 

3.5.6. Indicó que el a quo no realizó un análisis sobre la idoneidad y  la 

eficacia del medio ordinario de defensa judicial, así como la necesidad de 

intervenir para evitar la consumación de un perjuicio irremediable. 

3.5.6.1. Manifestó que las consideraciones del despacho adolecen de un 

defecto sustantivo en la decisión no tienen conexidad material con los 

presupuestos del caso, en tanto que la OPEC era con referencia al cargo de 

Inspector de Policía Urbano, Código 233, Grado 37 y no para el mismo cargo 

con Grado 43. 
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4. CONSIDERACIONES 
 
4.1. Conforme a lo dispuesto en los artículos 86 de la Constitución Política 

de 1991 y 32 del Decreto 2591 de 1991, compete a la Sala resolver la 

impugnación presentada contra la sentencia de tutela proferida el veintiocho 

(28) de julio de dos mil veintiuno (2021) por el Juzgado Primero (1°) Penal 

del Circuito Especializado. 

 
4.2. Previo a cualquier consideración debe indicar la Sala que el artículo 86 

de la Constitución Política señala que la acción de amparo solo procederá 

cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 

se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable1. 

Esto significa que la acción de tutela tiene un carácter residual o 

subsidiario, por virtud del cual “procede de manera excepcional para el 

amparo de los derechos fundamentales vulnerados, por cuanto se parte del 

supuesto de que en un Estado Social de Derecho existen mecanismos 

judiciales ordinarios para asegurar su protección”2. 

 
4.2.1. En ese contexto, por regla general, la acción de tutela no procede 

contra los actos administrativos dictados dentro de un concurso de méritos, 

por cuanto el afectado puede acudir a los medios de defensa disponibles en 

la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo para el efecto. Incluso, con 

la expedición de la Ley 1437 de 2011, los demandantes pueden solicitar la 

adopción de medidas cautelares de todo tipo (preventivas, conservativas, 

anticipadas o de suspensión) cuyo contenido de protección es amplio y 

admiten su concurrencia dependiendo del caso (según la ley: “el juez o 

magistrado ponente podrá decretar una o varias” al mismo tiempo), con lo 

cual se pretende garantizar el acceso material y efectivo a la administración 

de justicia3. Esta circunstancia debe ser objeto de análisis en el estudio de 

procedencia de la acción de tutela. 

 

1 Véanse, entre otras, las Sentencias T-336 de 2009, T-436 de 2009, T-785 de 2009, T-799 de 2009, T-130 de 
2010 y T-136 de 2010. 
2 Sentencia T-723 de 2010, M.P. Juan Carlos Henao Pérez. 
3 Sobre la introducción al ordenamiento jurídico de estas medidas en la Ley 1437 de 2011, esta Corporación, 

en Sentencia T- 610 de 2017, M.P. Diana Fajardo Rivera, sostuvo que: "el legislador realizó un esfuerzo 

importante para que las medidas cautelares se concibieran como una garantía efectiva y material del acceso 

a la administración de justicia pretendiendo de esta manera irradiar el escenario administrativo de una 

perspectiva constitucional. Ello es razonable en la medida en que el carácter proteccionista de la Carta Política 
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4.2.2. Ahora bien, desde una perspectiva general, la Corte Constitucional 

ha sostenido que, pese a la existencia de las vías de reclamación en lo 

contencioso administrativo, existen dos hipótesis que permiten la 

procedencia excepcional de la acción de tutela. La primera, se presenta 

cuando existe el riesgo de ocurrencia de un perjuicio irremediable, causal 

que tiene plena legitimación a partir del contenido mismo del artículo 86 del 

Texto Superior y, por virtud de la cual, se le ha reconocido su carácter de 

mecanismo subsidiario de defensa judicial. Y, la segunda, cuando el medio 

existente no brinda los elementos pertinentes de idoneidad y eficacia para 

resolver la controversia, a partir de la naturaleza de la disputa, de los hechos 

del caso y de su impacto respecto de derechos o garantías constitucionales. 

 
4.2.3. En el asunto bajo examen, primeramente debe manifestar la Sala que 

Liry Luz Múnera Cabrera ocupó el puesto quince (15) en la lista de elegibles 

que se encuentra vigente para ocupar el cargo de de inspector de Policía 

Urbano, identificado con la OPEC 73517, Código 233 Grado 37, lo cual 

presupone que, luego de haberse efectuado los nombramientos de las 

primeras once (11) vacantes ofertadas y creadas otras cuatro (4) plazas, de 

encontrarse estas en vacante definitiva, podría tener derecho a que se 

efectúe su nombramiento. 

 
4.2.3.2. De ese modo, como lo manifestó la Corte Constitucional en la 

Sentencia T-059 de 2019, se observa que, en esta oportunidad, la 

controversia implica verificar el “(…) principio de mérito como garantía de 

acceso a la función pública y ello, a todas luces, trasciende de un ámbito 

administrativo y se convierte en un asunto de carácter constitucional, 

que torna necesaria una decisión pronta, eficaz y que garantice la protección 

de los derechos fundamentales”4. 

 
4.2.3.3. En segundo lugar, resulta determinante para la Sala que la vigencia 

de la lista de elegibles se limitó a dos (2) años, lo cual quiere decir, que si 

quedó en firme el veintiuno (21) de octubre del año dos mil veinte (2020) la 
 

debe influir en todo el orden jurídico vigente como reflejo de su supremacía, lo que supone que las demás 

jurisdicciones aborden los asuntos puestos a su consideración desde una visión más garantista y menos formal 

del derecho." 

4 Énfasis por fuera del texto original. 
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posibilidad de aplicarla se extiende hasta el día veinte (20) del mismo mes 

del año dos mil veintidós (2022). De suerte que, de decretarse la 

improcedencia de la demanda de tutela, conllevaría a que, al momento de 

proferirse una decisión definitiva en sede de lo contencioso administrativo, 

la lista de elegibles definitivamente ya no estaría vigente y, por ende, la 

accionante no podría ocupar el  cargo  al  que  –según  alega– tiene  derecho, 

con lo cual únicamente podría recibir una compensación económica. 

 
4.2.3.4. Ante esa realidad, la Sala privilegiará el mandato del artículo 2 del 

Texto Superior, que impone como obligación del Estado velar por el goce 

efectivo de los derechos, lo cual no se satisface con el reconocimiento de una 

compensación económica5, pues ello significaría el quebrantamiento de la 

garantía de acceso a cargos públicos y, además, excluiría la verificación del 

mérito. 

 
4.2.3.5. En este caso, no se advierte la existencia de una oposición 

normativa que sea evidente, como lo demanda la ley y lo requiere la 

jurisprudencia del Consejo de Estado6, sino de una controversia en la que 

se solicita darle aplicación directa al criterio de mérito que introduce la 

Constitución, con la particularidad de que, en el curso de la tutela, se 

produjo un proceso de tránsito legislativo que contaba con un criterio 

unificado de la Comisión Nacional del Servicio Civil, conforme al cual la Ley 

1960 de 2020, en cuyo artículo 6 se dispone que la lista de elegibles se 

aplicará “en estricto orden de méritos” para cubrir “las vacantes para las 

cuales se efectuó el concurso y las vacantes definitivas de cargos equivalentes 

no convocados, que surjan con posterioridad a la convocatoria de concurso en 

la misma entidad”, únicamente se debía aplicar para los procesos de 

selección cuyos acuerdos de convocatoria hayan sido aprobados después de 

su entrada en vigor, esto es, el 27 de junio de 2019 y, en el caso bajo examen, 

tal actuación tiene su origen en el año 2016. Por consiguiente, no se trata 

 

5 Sentencia T-319 de 2014, M.P. Alberto Rojas Ríos. 

6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A, Consejero 
Ponente: William Hernández Gómez, 16 de mayo de 2018, radicación 11001-03-25-000-2016-00178-00 (0882- 
16). Textualmente, en este fallo se dice que: “(…) determinar si los apartes acusados del art. 3º del Decreto 
1507 de 2014, vulneran efectivamente los derechos contemplados en las normas constitucionales y pactos 
internacionales, invocados por el demandante, es un asunto que no se evidencia con la simple confrontación 
como lo dispone el art. 231 del CPACA, sino, que requiere el ejercicio de análisis ponderado en la sentencia.” 
Énfasis por fuera del texto original. 
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de un caso en donde se advierta la simple confrontación de normas como 

supuesto legal que habilite la medida cautelar de suspensión provisional, 

en los términos del artículo 231 del CPACA. 

 
4.2.3.5. Súmese a lo dicho, que la circunstancia puesta de presente no 

permite una medida conservativa7, en tanto que lo que se busca es 

precisamente reclamar un derecho que había sido objeto de una respuesta 

negativa por parte de la administración. Y tampoco cabe la orden de adoptar 

una decisión administrativa8, por cuanto ella es el sustento propio de la 

controversia de fondo, y al tratarse de una medida anticipativa, solo se 

justifica ante la inminencia de un daño mayor9, hipótesis de apremio que 

no resulta evidente en este caso, al tener que verificarse el alcance de una 

garantía de raigambre constitucional y el tránsito legislativo ocurrido sobre 

la materia. 

 
4.2.3.5.1. De esa manera lo señaló la Corte Constitucional en la Sentencia 

T-059 de 201910: 

 
“Las acciones de tutelas que se interponen en contra de los actos 

administrativos que se profieren en el marco de concursos de méritos, por 

regla general, son improcedentes, en tanto que existe la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo y, en el marco de ésta, la posibilidad de solicitar medidas 

cautelares. Sin embargo, al juez constitucional le corresponde, establecer si 

esas medidas de defensa existentes en el ordenamiento jurídico son 

ineficaces, atendiendo a las particularidades del caso en concreto puesto en 

su conocimiento. (…)” 
 
 
 

7 El artículo 230 del CPACA establece que: “Artículo 230. Contenido y alcance de las medidas cautelares. (…) 
Para el efecto, el juez o magistrado ponente podrá decretar una o varias de las siguientes medidas: 1. Ordenar 
que se mantenga la situación, o que se restablezca al estado en que se encontraba antes de la conducta 
vulnerable o amenazante, cuando fuere posible. (…)” 
8 El mismo artículo citado en la nota a pie anterior señala que: “Artículo 230. Contenido y alcance de las 
medidas cautelares. (…) Para el efecto, el juez o magistrado ponente podrá decretar una o varias de las  
siguientes medidas: (…) 4. Ordenar la adopción de una decisión administrativa o la realización o demolición de 
una obra con el objeto de evitar o prevenir un perjuicio o la agravación de sus efectos. // 5. Impartir órdenes o 
imponerle a cualquier de las partes del proceso obligaciones de hacer o no hacer. (…)”. 
9 ARIAS GARCÍA, Fernando, Estudios de Derecho Procesal Administrativo, Ibáñez, Bogotá, 2013, p. 381. 
10 M.P. Alejandro Linares Cantillo. 
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“Particularmente, cuando se trata de concursos de méritos, la jurisprudencia 

ha sido consistente en afirmar que los medios de defensa existentes ante la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo no siempre son eficaces, en 

concreto, para resolver el problema jurídico planteado, pues generalmente 

implica someter a ciudadanos que se presentaron a un sistema de selección 

que se basa en el mérito a eventualidades, tales como que  (i)  la  lista  de 

elegibles en la que ocuparon el primer lugar pierda vigencia de  manera pronta 

o, (ii) se termine el período del cargo para el cual concursaron, cuando éste 

tiene un periodo fijo determinado en la Constitución o en la ley. En ese sentido, 

la orden del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho no estaría 

relacionada con la efectividad del derecho al  acceso  de cargos  públicos, sino 

que implicaría una compensación  económica,  situación  que[,]  a  todas  luces, 

no implica el ejercicio de la labor que se buscaba desempeñar y significa 

consolidar el derecho de otra persona que, de acuerdo con el  mérito,  no  es 

quien debería estar desempeñando ese cargo en específico. (…)” 
 

“Por último, es importante poner de presente que, pese a que se podría 

sostener que la pretensión de la acción de tutela, se podría satisfacer 

mediante la solicitud de medidas cautelares, lo cierto es que en el fondo se 

plantea una tensión que involucra el principio de mérito como garantía de 

acceso a la función pública y ello, a todas luces, trasciende de un 

ámbito administrativo y se convierte en un asunto de carácter constitucional, 

que torna necesaria una decisión pronta, eficaz y que garantice la protección 

de los derechos fundamentales. // Lo anterior, en la medida en que tal y como 

se estableció en las Sentencias C-645 de 2017, C-588 de  2009,  C-553  de 

2010, C-249 de 2012 y SU-539 de 2012,  el mérito  es un principio fundante 

del Estado colombiano y del actual modelo democrático, en la medida en que 

tiene un triple fundamento histórico, conceptual y teleológico. En efecto, el 

principio del mérito se estableció en el ordenamiento jurídico con la finalidad 

de proscribir las prácticas clientelistas, para garantizar un medio objetivo de 

acceso, permanencia y retiro del servicio público y, por último, para hacer 

efectivos otros derechos que encuentran garantía plena a través de éste, al 

tiempo que se materializan los principios de la función administrativa, 

previstos en el artículo 209 de la Constitución. (…)”11. 
 
 
 
 

11 Énfasis por fuera del texto original. 
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4.2.3.6. Ese criterio fue reiterado por esa misma Corporación en las 

sentencias T-340 de 2020 y T-081 de 2021. 

 
4.2.4. Así las cosas, la Sala advierte la falta de eficacia e idoneidad de las 

vías de lo contencioso administrativo para dar respuesta a la controversia 

planteada. En consecuencia, se hace necesario realizar un estudio de fondo 

de esta demanda constitucional, como medio principal de protección de los 

derechos invocados por Liry Luz Múnera Cabrera. 

 
4.3. Aclarado lo anterior, en esta oportunidad corresponde a la Sala 

determinar si la CNSC y la Alcaldía de Cartagena vulneraron los derechos 

fundamentales al trabajo y al acceso y ejercicio de cargos públicos de Liry 

Luz Múnera Cabrera, al no autorizar el uso de la lista de elegibles contenida 

en la Resolución 10248 de 2020 del catorce (14) de octubre de ese mismo 

año, para ocupar las vacantes que fueron creadas con posterioridad al 

proceso de selección 771 de 2018 en el marco de la Convocatoria Territorial 

Norte, a fin de proveer el cargo de inspector de Policía Urbano, identificado 

con la OPEC 73517, Código 233 Grado 37. 

 
4.3.1. En orden a dar solución al problema jurídico planteado conviene 

precisar que el artículo 125 de la Constitución Política elevó a un rango 

superior el principio de mérito como criterio predominante para la 

designación y promoción de servidores públicos. Así, consagró como regla 

general que los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera 

y que el ingreso a ella se hará mediante concurso público. Con esta norma 

el constituyente hizo explícita la prohibición de que factores distintos al 

mérito pudiesen determinar el ingreso y la permanencia en la carrera 

administrativa. 

 
4.3.2. Según lo ha explicado la Corte Constitucional12, la 

constitucionalización de este principio busca tres propósitos 

fundamentales. El primero de ellos es asegurar el cumplimiento de los fines 

estatales y de la función administrativa previstos en los artículos 2 y 209 

Superiores. En este sentido, se ha dicho que la prestación del servicio 

público por personas calificadas se traduce en eficacia y eficiencia de dicha 
 

 
12 Ver Sentencias C-901 de 2008 y C-588 de 2009. 
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actividad. Además, el mérito como criterio de selección provee de 

imparcialidad a la función pública. 

 
4.3.2.1. El segundo es materializar distintos derechos de la ciudadanía. Por 

ejemplo, el derecho de acceder al desempeño de funciones y cargos públicos; 

el debido proceso, visto desde la fijación de reglas y criterios de selección 

objetivos y transparentes previamente conocidos por los aspirantes; y el 

derecho al trabajo, ya que una vez un servidor público adquiere derechos de 

carrera, solo la falta de mérito puede ser causal para su remoción. 

 
4.3.2.2. El tercer y último propósito perseguido por el artículo 125 Superior, 

es la igualdad de trato y oportunidades, ya que, con el establecimiento de 

concursos públicos, en los que el mérito es el criterio determinante para 

acceder a un cargo, cualquier persona puede participar, sin que dentro de 

este esquema se toleren tratos diferenciados injustificados, así como la 

arbitrariedad del nominador. Concretamente, la Corte ha sostenido que el 

principio de mérito “constituye plena garantía que desarrolla el principio a la 

igualdad, en la medida en que contribuye a depurar las prácticas clientelistas 

o políticas en cuanto hace al nombramiento de  los  servidores  públicos  o 

cuando fuese necesario el ascenso o remoción  de  los  mismos,  lo  que  les 

permite brindarles protección y trato sin discriminación de sexo, raza, origen 

nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.”13. 

 
4.3.3. El principio del mérito se concreta principalmente en la creación de 

sistemas de carrera y en el acceso a cargos públicos mediante la realización 

de concursos. Este último corresponde a los procesos en los que a través de 

criterios objetivos se busca determinar la idoneidad, capacidad y aptitud de 

los aspirantes para ocupar un cargo, teniendo en cuenta la categoría del 

empleo y las necesidades de la entidad. De suerte que, las etapas y pruebas 

en cada convocatoria deben estar dirigidas a identificar las cualidades, 

calidades y competencias de los candidatos, para, con dichos resultados, 

designar a quien mayor mérito tiene para ocupar el cargo. 
 
 
 
 
 

 
13 Sentencia SU-086 de 1999, M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 
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4.3.4. En desarrollo del mandato constitucional expuesto, el legislador 

expidió la Ley 909 de 200414, entre otras, para regular el ingreso y ascenso 

a los empleos de carrera. El artículo 27 de esta ley definió la carrera 

administrativa como “un sistema técnico de administración de personal que 

tiene por objeto garantizar la eficiencia de la administración pública y ofrecer; 

estabilidad e igualdad de oportunidades para el acceso y el ascenso al 

servicio público”. Asimismo, estableció que, para lograr ese objetivo, el 

ingreso, permanencia y ascenso en estos empleos se hará exclusivamente 

por mérito, a través de procesos de selección en los que se garantice la 

transparencia y objetividad. Dentro de este contexto, el artículo 28 enlistó y 

definió los principios que deberán orientar la ejecución de dichos procesos, 

entre los que se encuentran: el mérito, la libre concurrencia e igualdad en 

el ingreso, la publicidad, la transparencia, la eficacia y la eficiencia. 

 
4.3.5. Así pues, en la Ley 909 de 2004 se establecieron  las  etapas  del 

proceso de selección o concurso15, en los siguientes términos: La primera de 

ellas es la convocatoria, que debe ser suscrita por la CNSC y por el jefe de 

la entidad u organismo cuyas necesidades de personal  se  pretenden 

satisfacer, y que se convierte en el acto administrativo que regula todo el 

concurso. La segunda, es el reclutamiento, que tiene como objetivo atraer e 

inscribir a los aspirantes que cumplan con los requisitos para el desempeño 

del empleo convocado. La tercera, la constituyen las pruebas, cuyo fin es 

identificar la capacidad,  aptitud,  idoneidad  y  adecuación  de  los 

participantes y establecer una clasificación de candidatos. La cuarta, es la 

elaboración de la lista de elegibles, por estricto orden de mérito,  la  cual 

tendrá una vigencia de dos años y con la cual se cubrirán las vacantes. La 

quinta y última etapa, es el nombramiento en período de prueba  de  la 

persona que haya sido seleccionada por el concurso. 

 
4.3.6. Con posterioridad, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1227 de 

2005, que reguló parcialmente la Ley 909 de 2004. El artículo 7, modificado 
 
 
 
 
 
 

14 "Por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, gerencia pública y 
se dictan otras disposiciones" 
15 Artículo 31 de la Ley 909 de 2004. 
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por el Decreto 1894 de 201216, estableció el orden para la provisión 

definitiva de los empleos de carrera. En el parágrafo 1 de este artículo se 

dispuso que: “Una vez provistos en período de prueba los empleos 

convocados a concurso con las listas de elegibles elaboradas como resultado 

de los procesos de selección, tales listas, durante su vigencia, sólo podrán ser 

utilizadas para proveer de manera específica las vacancias definitivas que se 

generen en los mismos empleos inicialmente provistos, con ocasión de la 

configuración para su titular de alguna de las causales de retiro del servicio 

consagradas en el artículo 41 de la Ley 909 de 2004". 

 
4.3.7. En vigencia de estas normas, la Corte Constitucional se pronunció 

varias veces sobre la posibilidad de que una lista de elegibles fuera usada 

para proveer cargos de vacantes definitivas que no fueron convocadas 

inicialmente a concurso. 

 
4.3.7.1. Sobre el particular, en la Sentencia SU-913 de 200917 estableció 

que una lista de elegibles genera en las personas un derecho de carácter 

subjetivo a ser nombradas en el cargo para el cual concursaron, cuando este 

quede vacante o esté siendo desempeñado por un funcionario en encargo o 

provisionalidad, de manera que la consolidación del derecho “se encuentra 

indisolublemente determinado por el lugar que se ocupó dentro de la lista y el 

número de plazas o vacantes a proveer”, razón por la cual, las listas de 

elegibles, una vez publicadas y en firme, son inmodificables. 

 
4.3.7.2. Posteriormente, en la Sentencia SU-446 de  201118  estudió  el  caso 

de algunos integrantes de listas de elegibles  para  ocupar  cargos  en  la 

Fiscalía General de la Nación, que reclamaban ser nombrados en cargos no 

convocados inicialmente. En esta decisión  se  negaron  las  pretensiones  de 

los accionantes, con fundamento en que el propósito de la lista de elegibles 

es que se provean las vacantes para los cuales se realizó el concurso, por lo 

que durante su vigencia solo puede ser usada para ocupar los empleos que 
 
 
 

16 Este artículo fue derogado y compilado en el artículo 2.2.5.3.2. Decreto 1083 de 2015, por el cual se expide 

el Decreto Único Reglamentario del Sector de Función Pública, el cual a su vez fue modificado por el Decreto 

498 de 2020. 

17 M.P. Juan Carlos Henao Pérez. 
18 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
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queden vacantes en los cargos convocados y no en otros. Al respecto, en la 

referida sentencia se señaló que: 

 
4.3.7.3. Esta postura fue reiterada en la Sentencia T-654 de 201119, al 

decidir sobre las pretensiones de una concursante que ocupó un lugar en la 

lista de elegibles que superaba el número de vacantes convocadas, pero que 

solicitó su nombramiento en un cargo equivalente que fue creado con 

posterioridad a la convocatoria. 

 
4.3.8. Luego de todo esto, el veintisiete (27) de junio de dos mil diecinueve 

(2019), el Congreso de la República expidió la Ley 1960 de 2019, "Por el cual 

se modifican la Ley 909 de  2004, el  Decreto  Ley 1567 de  1998  y  se  dictan 

otras disposiciones". En ella se alteraron figuras como el encargo, se dispuso 

la profesionalización del servicio público, se reguló la movilidad horizontal 

en el servicio público y, en particular, respecto de los concursos de méritos, 

se hicieron dos cambios a la Ley 909 de 2004. 

 
4.3.8.1. El primero de ellos consistió en la creación de los concursos de 

ascenso, para permitir la movilidad a cargos superiores de funcionarios de 

carrera dentro de la entidad, así, en la referida ley, se establecieron  unas 

reglas puntuales para la procedencia de estos concursos y se dispuso que 

la Comisión Nacional del Servicio  Civil,  en  los  seis  meses  siguientes 

contados a partir de su expedición, debía determinar el procedimiento para 

que las entidades y organismos reportaran la OPEC,  para  viabilizar  el 

referido concurso. 

 
4.3.8.2. El segundo cambio consistió en la modificación del artículo 31 de 

la Ley 909 de 2004, en el sentido de establecer que, como se mencionó con 

anterioridad, con las listas de elegibles vigentes se cubrirían no solo las 

vacantes para las cuales se realizó el concurso, sino también aquellas 

“vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que surjan con 

posterioridad a la convocatoria de concurso en la misma entidad”. Por último, 

la normativa en comento dispuso que su vigencia se daría a partir de la 

fecha de publicación. 
 
 
 
 

19 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
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4.3.9. Como se aprecia, el cambio incluido en el artículo 6 de la Ley 1960 

de 2019, comporta una variación en las reglas de los concursos de méritos, 

particularmente en relación con la utilización de las listas de elegibles. Así, 

la normativa anterior y la jurisprudencia de Corte Constitucional sobre el 

tema, partían de la premisa de que la norma establecía que las listas de 

elegibles únicamente podrían usarse para los cargos convocados y no otros, 

a pesar de que con posterioridad a la convocatoria se generaran nuevas 

vacantes definitivas. 

 
4.3.10. Con ocasión de la referida modificación, la Corte Constitucional, a 

través de la Sentencia T-340 de 2020, tuvo la oportunidad de advertir que, 

en respecta a la aplicación del artículo 6 la Ley 1960 de 2019 a las listas de 

elegibles conformadas por la CNSC y a aquellas que se expidan dentro de 

los procesos de selección aprobados antes del 27 de junio de 2019, por regla 

general, esta disposición surte efectos sobre situaciones que acontecen con 

posterioridad a su vigencia. 

 
4.3.11. De ese modo, concluyó que, con el cambio normativo surgido con 

ocasión de la expedición de la mencionada ley respecto del uso de la lista de 

elegibles, hay lugar a su aplicación retrospectiva, por lo que el precedente 

de la Corte que limitaba, con base en la normativa vigente en ese momento, 

el uso de las listas de elegibles a las vacantes ofertadas en la convocatoria, 

ya no se encuentra vigente, por el cambio normativo producido. De tal suerte 

que, para el caso de las personas que ocupan un lugar en una lista, pero no 

fueron nombradas por cuanto su posición excedía el número de vacantes 

convocadas, es posible aplicar la regla contenida en la Ley 1960 de 2019, 

siempre que, para el caso concreto, se den los supuestos que habilitan el 

nombramiento de una persona que integra una lista de elegibles y ésta 

todavía se encuentre vigente, así: 

 
1. La Ley 1960 de 2019 hubiese entrado en vigencia para el fallo de segunda 

o única instancia que se revisa por parte de la Corte, esto es, en la que se 

amparó el derecho y ordenó el nombramiento del actor (el 27 de junio de 

2019). 

2. Para esa misma fecha, la lista de elegibles se encontrara vigente. 

3. El accionante fuese el siguiente en el orden de la lista de elegibles. 
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4. El cargo en el que aspiraba a ser nombrado se encontrara en vacancia 

definitiva, y estuviese sin nombramiento alguno o provisto en encargo o en 

provisionalidad. 

5. El cargo en cuestión fuese equivalente al inicialmente ofertado, es decir, 

que correspondiera la denominación, grado, código y asignación básica. 

 
4.4. En el caso que concita la atención de la Sala tenemos que Liry Luz 

Múnera Cabrera participó en el proceso de selección 771 de 2018 en el 

marco de la Convocatoria Territorial Norte realizado por la CNSC para 

proveer empleos vacantes de Carrera Administrativa para la planta de 

personal de la Alcaldía de Cartagena. Para ello, aplicó al cargo de inspector 

de Policía Urbano en la Alcaldía de Cartagena de Indias, identificado con 

la OPEC 73517, Código 233 Grado 37, en el cual fueron ofertadas un total 

de once (11) vacantes. 

 
4.4.1.1. Mientras se adelantaban las etapas del concurso ofertado, la 

Alcaldía de Cartagena, el día tres (3) de marzo de dos mil diecinueve (2019), 

expidió el Decreto 0315 “Mediante el cual se modifica la Planta global de 

empleados de la Alcaldía Mayor de Cartagena de Indias D. T. y C., y se dictan 

otras disposiciones” creó tres (3) cargos de inspectores de Policía Urbano, 

Código 233, Grado 4320 “para fortalecer el desarrollo de las funciones y 

responsabilidades” de esa entidad. 

 
4.4.1.2. En ese mismo Decreto se recategorizó salarialmente los empleos 

existentes de inspector de Policía Urbano, Código 233, Grado 37, los cuales 

fueron modificados a Grado 43. 

 
4.4.1.3. Luego, a través del Decreto 0651 del ocho (8) de mayo de dos mil 

diecinueve (2019), “Mediante el cual se crea una plaza del empleo 

INSPECTOR DE POLICÍA URBANO y su equipo básico de trabajo, se modifica 

parcialmente la planta global de empleos de la Alcaldía Mayor de Cartagena 

de Indias D. T. y C., y se dictan otras disposiciones”, la Alcaldía creó un 

nuevo cargo de inspector de Policía Urbano, Código 233, grado 43, pues 

estos “fortalecerán el desarrollo de las funciones y responsabilidades que en 

material policial corresponden”. 

 
20 Este grado no existía dentro de la planta de personal de la Alcaldía de Cartagena, pues los inspectores de 
Policía, hasta esa fecha, pertenecían al grado 37. 
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4.4.1.4. Surtido todo el trámite del proceso de selección aprobado por la 

concursante, la CNSC expidió la Resolución 10248 del  catorce  (14)  de 

octubre de dos mil  veinte  (2020),  “Por la cual se conforma y  adopta la Lista 

de Elegibles para proveer ONCE (11) vacante(s) definitiva(s) del empleo 

denominado Inspector De Policía Urbano Categoría Especial Y 1ª Categoría, 

Código 233, Grado 37,  identificado  con  el  Código  OPEC  No.  73517,  del 

Sistema General de Carrera Administrativa de la planta de personal de la 

Alcaldía Distrital de Cartagena de Indias (Bolívar), Proceso de Selección No. 

771 de 2018 – Convocatoria Territorial Norte”, en la cual, Liry Luz Múnera 

Cabrera fue ubicada en el puesto número quince (15). 

 
4.4.1.5. Posteriormente, la CNSC adelantó el trámite de la audiencia pública 

en la que se ofertaron las once (11) vacantes de inspector de Policía Urbano, 

Código 233, Grado 37, que fueron ofertadas en el curso. Lo cual tuvo como 

resultado que las once (11) primeras personas de la lista de elegibles fueran 

posesionadas en periodo de prueba. 

 
4.4.1.6. Al enterarse de la creación de los cuatro (4) cargos de inspector de 

Policía Urbano, Código 233, Grado 43, Liry Luz Múnera Cabrera solicitó a 

la Alcaldía de Cartagena que la nombrara en una de esas vacantes, pues, 

una vez posesionadas las once (11) primeras personas de la lista de 

elegibles, ella estaba ocupando el cuarto lugar y, por ende, alcanzaba a ser 

nombrada en una de esas plazas. 

 
4.4.1.7. Previo a determinar si realizaba el nombramiento de la accionante 

o no, la Alcaldía de Cartagena procedió a solicitar autorización a la CNSC 

para poder hacer uso de la lista de elegibles. No obstante, por medio del 

oficio AMC-OFI-00380092021 esta última entidad informa que: 

 
“En ese sentido, es fundamental dejar claro que, la Alcaldía de Cartagena no 

debió modificar los empleos identificados con los números de opec 73517 y 

73518, ofertados en el proceso de Selección No. 771 de 2018 – Convocatoria 

Territorial Norte, hasta cuando los servidores superaran el periodo de prueba 

o no existieran más aspirantes en la Lista de Elegibles o la misma haya 

perdido su vigencia, lo anterior con el fin de garantizar las reglas establecidas 

en el Acuerdo de Convocatoria No. 20181000006476 del 16 de octubre de 

2018 (…) 
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Por consiguiente, al no tratarse de los mismos empleos ofertados en el proceso 

de convocatoria No. 771 de 2018 – Convocatoria Territorial Norte (…) no es 

posible aprobar el uso de listas de los empleos identificados 73517 y 73518, 

porque estos no cumplen con las características establecidas en el criterio 

unificado “USO DE  LISTAS DE ELEGIBLES EN EL CONTEXTO DE LA LEY 

1960 DE 27 DE JUNIO DE 2019” del 16 de enero de 2020, debido a que 

mediante el Decreto 0315 de 2019 la Entidad recategorizó dichos empleos”. 

 
4.4.1.8. Por esa negativa, y al considerar vulnerados sus derechos 

fundamentales al trabajo y acceso a cargos públicos a través del mérito, Liry 

Luz Múnera Cabrera promovió esta demanda de amparo contra la CNSC y 

Alcaldía de Cartagena, con la finalidad de que, la primera autorizara el uso 

de la lista de elegibles existente para el cargo de inspector de Policía 

Urbano, Código 233 Grado 37 y, la segunda, procediera a realizar el 

nombramiento. 

 
4.4.2. Frente a ese panorama fáctico, advierte la Sala que revocará el fallo 

de tutela de primera instancia que amparó los derechos fundamentales de 

Liry Luz Múnera Cabrera, en tanto que, en el caso que es objeto de estudio, 

no se cumple la totalidad de los requisitos exigidos por la Corte 

Constitucional en la Sentencia T-340 de 2020, para poder autorizar el uso 

de la lista de elegibles a fin de ocupar las vacantes que fueron creadas con 

posterioridad a las ofertadas en el proceso de selección 771 de 2018, en el 

marco de la Convocatoria Territorial Norte para proveer el cargo de 

inspector de Policía Urbano, identificado con la OPEC 73517, Código 233 

Grado 37. 

 
4.4.2.1. Ciertamente, con las pruebas que existen dentro del expediente 

digital de tutela se puede concluir que se cumplen los requisitos uno (1), dos 

(2) y tres (3) señalados en el apartado 4.3.11. de esta  sentencia,  habida 

cuenta que la Ley 1960 de 2019 entró en vigencia el veintisiete (27) de junio 

de dos mil diecinueve (2019), es decir antes de ser proferido este fallo en 

segunda instancia. Para esta misma fecha, la lista de elegibles se encontraba 

vigente, pues recuérdese que fue publicada el catorce (14) de octubre de dos 

mil veinte (2020) por el término de dos (2) años. Además, la accionante se 

encuentra en lista de  elegibles en el  cuarto lugar,  pues  las  primeras  once 

(11)   personas   ya   fueron   nombradas,   lo   cual   eventualmente   le   podría 
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significar el acceso al nombramiento de algunas de las vacantes 

definitivas de las que se acredite su existencia. 

 
4.4.2.2. También acontece lo mismo con la exigencia número cuatro (4), sea 

decir, que el cargo al que aspira a ser nombrada Liry  Luz  Múnera  Cabrera 

se encuentre en vacancia definitiva. 

 
4.4.3. Con la finalidad de poder exponer el cumplimiento del cuarto 

requisito se hace necesario que la Sala traiga a colación el contenido textual 

del artículo 6 de la ley 1960 de dos mil veinte (2020), el cual modificó el 

numeral 4 del artículo 31 de la ley 909 de 2004, así: 

 
“Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o 

la entidad contratada por delegación de aquella elaborará en estricto orden 

de mérito la lista de elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con 

esta y en estricto orden de méritos se cubrirán las vacantes para las cuales 

se efectuó el concurso y las vacantes definitivas de  cargos equivalentes 

no convocados, que surjan con posterioridad a la convocatoria de 

concurso en la misma Entidad”. 

 
4.4.3.1. Como puede apreciarse, la ley exige que, para poder realizar los 

nombramientos de cargos equivalentes no convocados, las vacantes deben 

ser definitivas. 

 
4.4.3.2. En orden a desentrañar el sentido de dicha expresión, debemos 

remitirnos al contenido del artículo 2.2.5.2.1. del Decreto 1083 de 2015, el 

cual consagra que la vacante definitiva se genera en los siguientes 

supuestos: 

 
“1. Por renuncia regularmente aceptada. 

2. Por declaratoria de insubsistencia del nombramiento en los empleos de 

libre nombramiento y remoción. 

3. Por declaratoria de insubsistencia del nombramiento, como consecuencia 

del resultado no satisfactorio en la evaluación del desempeño laboral de un 

empleado de carrera administrativa. 

4. Por declaratoria de insubsistencia del nombramiento provisional. 

5. Por destitución, como consecuencia de proceso disciplinario. 

6. Por revocatoria del nombramiento. 
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7. Por invalidez absoluta. 

8. Por estar gozando de pensión. 

9. Por edad de retiro forzoso. 

10. Por traslado. 

11. Por declaratoria de nulidad del nombramiento por decisión judicial o en 

los casos en que la vacancia se ordene judicialmente. 

12. Por declaratoria de abandono del empleo. 

13. Por muerte. 

14. Por terminación del período para el cual fue nombrado. 

15. Las demás que determinen la Constitución Política y las leyes”. 

 
4.4.3.3. Visto lo anterior, queda claro que el supuesto que es objeto de 

análisis no encuadra en ninguna de las causales señaladas  por la norma 

que define cuándo la vacante de un cargo es definitiva. No obstante, 

teniendo en cuenta que, de conformidad con el decreto 1083 de 2015 solo 

existen las vacantes definitivas y transitorias, la Sala considera que un 

cargo que ha sido creado y está siendo ocupado por una persona nombrada 

en provisionalidad, es una vacante definitiva y puede ser provista a través 

de una lista de elegibles. 

 
4.4.4. Finalmente, a juicio de la Sala, no se cumple el quinto (5) requisito, 

pues los cuatro (4) cargos de inspector de Policía Urbano, identificados con 

la OPEC 73517, Código 233 Grado 43, creados con posterioridad a las once 

(11) vacantes reportadas no son equivalentes a los inicialmente ofertados 

por la CNSC en el marco de la Convocatoria Territorial Norte. 

 
4.4.4.1. Con la finalidad de determinar si un cargo creado es equivalente 

debe citarse el Criterio Unificado “USO DE LISTAS DE ELEGIBLES PARA 

EMPLEOS EQUIVALENTES” proferido por la CNSC el 22 de septiembre de 

2020 para indicar que por empleo equivalente se entiende “aquellos que 

pertenezcan al mismo nivel jerárquico, tenga grado salarial igual, posean el 

mismo requisito de experiencia, sean iguales o similares en cuanto al 

propósito principal o funciones, requisitos de estudios y competencias 

comportamentales y mismo grupo de referencia de  los empleos de las listas 

de elegibles”. 
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4.4.4.2. Para demostrar que el cargo al que aspira a ser nombrada la 

accionante no es equivalente al inicialmente ofertado, basta con que la Sala 

realice la siguiente gráfica comparativa: 

 
Liry Luz Munera 

Cabrera 

Cargo al que 

aspiró 

Cargo al que 

aspira ser 

nombrada 

Cumple 

requisito de 

equivalencia 

Denominación Inspector de 

Policía Urbano 

Inspector de 

Policía Urbano 

Sí 

Código 233 233 Sí 

Grado 37 43 No 

 
4.4.4.3. Lo anterior se debe a que, cuando la CNSC convocó a concurso, 

ofertó un total de once (11) vacantes para el cargo de inspector de Policía 

Urbano, Código 233, Grado 37, pero con posterioridad la Alcaldía de 

Cartagena expidió el Decreto 0315 “Mediante el cual se modifica la Planta 

global de empleados de la Alcaldía Mayor de Cartagena de Indias D. T. y C., 

y se dictan otras disposiciones” y creó tres (3) cargos de inspectores de 

Policía Urbano, Código 233, Grado 4321 “para fortalecer el desarrollo de las 

funciones y responsabilidades”. En ese mismo Decreto recategorizó 

salarialmente los empleos existentes de inspector de Policía Urbano, Código 

233, Grado 37, los cuales fueron modificados a Grado 43. 

 
4.4.4.4. De conformidad a lo consagrado en el  artículo  2.2.11.2.3.  del 

decreto 1083 de 2015, para que un empleo  sea  equivalente  a  otro,  en 

ningún caso la diferencia salarial podrá superar los dos (2) grados y, en 

nuestro caso particular, existe una diferencia de seis (6)  grados,  pues,  el 

cargo de inspector de Policía Urbano pasó de Grado 37 a 43. 

 
“ARTÍCULO 2.2.11.2.3 Empleos equivalentes. Se entiende que un cargo es 

equivalente a otro cuando tienen asignadas funciones iguales o similares, 

para su desempeño se exijan requisitos de estudio, experiencia y 

competencias laborales iguales o similares y tengan una asignación básica 

mensual igual o superior, sin que en ningún caso la diferencia salarial supere 

los dos grados siguientes de la respectiva escala cuando se trata de empleos 
 

21 Este grado no existía dentro de la planta de personal de la Alcaldía de Cartagena, pues los inspectores de 
Policía, hasta esa fecha, pertenecían al grado 37. 
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que se rijan por la misma nomenclatura, o el 10% de la asignación básica 

cuando a los empleos se les aplique nomenclatura diferente”. 

 
4.4.4.5. Esa recategorización de los cargos inicialmente ofertados, como lo 

indicó en la respuesta ofrecida a la Alcaldía de Cartagena al momento de 

resolver la solicitud de autorización para  efectuar  el  nombramiento 

solicitado por Liry Luz Munera Cabrera, no debió acontecer hasta tanto las 

personas incluidas en la lista de elegibles fueran nombradas y superaran el 

periodo de prueba; la lista de elegibles se agotara o esta hubiese perdido su 

vigencia, pues ello generó una incertidumbre en quienes ocupaban los 

primeros once (11) puestos de elegibles. No obstante, esa situación ya se 

encuentra superada, en tanto que estas personas se posesionaron en los 

cargos ofertados. 

 
4.4.4.6. Sin embargo, no puede predicarse lo mismo frente a quienes 

ocuparon el puesto doce (12) en adelante en la lista de elegibles, en tanto 

que, cuando la Alcaldía expidió el Decreto 0315 del tres (3) de marzo de dos 

mil diecinueve (2019), primero creó el cargo de inspector de Policía Urbano, 

Código 233, Grado 43, el  cual,  teniendo  en  cuenta  como  factor 

determinante el grado, puede indicarse que no existía en  la  planta  de 

personal de esa entidad22. Luego de ello realizó la recategorización de los 

existentes -Grado 37- al Grado 43. 

 
4.4.4.7. Ese orden de proceder, en consideración de la Sala, demuestra que 

los cargos creados con posterioridad siempre fueron en Grado 43. No como 

lo da a entender la accionante en su recuento de hechos, esto es, que la 

Alcaldía recategorizó los cargos ofertados y luego se dio la creación de los 

nuevos puestos. 

 
4.4.4.8. El hecho puesto de presente, -que podría pasar desapercibido-, 

marca una diametral diferencia entre la situación de quienes ocuparon las 

primeras once (11) vacantes, las cuales corresponden en número con las 

ofertadas, con los que quedaron en el lugar doce (12) en adelante, pues, 

como lo ha indicado nuestra Corte Constitucional: 
 
 
 

22 Esta afirmación se hace porque, hasta la expedición de ese Decreto, todos los cargos de inspector de 
Policía Urbano, Código 233, existente en esa entidad eran grado 37, no 43. 
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“La consolidación del derecho se diferencia dependiendo del lugar que ocupan 

en las listas de elegibles, en consideración al número de cargos que fueron 

convocados y serán provistos por ese acto administrativo. Es decir, no se 

encuentran en la misma situación jurídica de quienes se encuentran en los 

lugares de la lista de elegibles que corresponden con el número de cargos 

convocados, a quienes exceden ese número de plazas. 

 
Quienes se encuentran en el primer escenario -los primeros lugares según las 

plazas ofertadas- tienen un derecho subjetivo a ser nombrados en periodo de 

prueba en el cargo para el que concursaron, razón por la cual, se entiende que 

éstos se encuentran en una mejor situación jurídica que los participantes que 

si bien están en la lista no alcanzan a ocupar una de las vacantes ofertadas, 

pues estos, solo tienen una mera expectativa de ser nombrados”23. 

 
4.4.4.9. En ese orden de ideas, debe concluir la Sala que el fallo de tutela 

de primera instancia proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito 

Especializado no realizó un ejercicio analítico que le permitiera determinar 

si el cargo al que aspiraba ser nombrada Liry Luz Munera Cabrera era 

equivalente al inicialmente ofertado. 

 
4.4.4.10. Por tanto, se vulneró de manera evidente el principio del mérito y 

elevó una mera expectativa al nivel de derecho cuando ordenó que Liry Luz 

Munera Cabrera y los otros elegibles optaran por cualquiera de los cuatro 

(4) cargos que coincidían con la denominación, código, pero sin advertir la 

diferencia del grado. 

 
4.4.4.11. Así las cosas, como ya se anunció, la Sala revocará la sentencia 

proferida por el Juzgado Primero (1°) Penal del Circuito Especializado el 

veintiocho (28) de julio de dos mil veintiuno (2021) que amparó los derechos 

fundamentales a la igualdad, trabajo y acceso a cargos públicos de Liry Luz 

Múnera Cabrera para, en su lugar, negar el amparo solicitado. 

4.4.4.12. Por último, frente a la solicitud de los impugnantes Marina Villamil 

Cuello, Rafael Eduardo Jiménez Batista, Paola Andrea Serna Tobia y Renso 

Orozco Ribon tendiente a que, una vez revocado el fallo, se ordene su vinculación 

inmediata al cargo que venían desempeñando en provisionalidad, debe indicar la Sala 

que la resolverá de manera desfavorable, habida cuenta que la Alcaldía Mayor de 

Cartagena es autónoma para determinar la forma en que maneja su planta de 

personal. Máxime cuando no se advierte acción u omisión de derecho fundamental 

alguno que faculte al juez constitucional para asumir la potestad nominadora que 

radica única y exclusivamente en dicho ente.   
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En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de 

Cartagena, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de 

la Ley, 

RESUELVE 

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado 

Primero (1°) Penal del Circuito Especializado el veintiocho (28) de julio de 

dos mil veintiuno (2021) que amparó los derechos fundamentales a la 

igualdad, trabajo y acceso a cargos públicos de Liry Luz Múnera Cabrera 

para, en su lugar, negar el amparo solicitado. 

 

SEGUNDO: ADVERTIR que contra esta determinación no proceden 

recursos y que, una vez quede ejecutoriada, será remitida a la H. Corte 

Constitucional, para su eventual revisión. 

 
 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

 
 

JOSÉ DE JESÚS CUMPLIDO MONTIEL 

MAGISTRADO 

 
 

FRANCISCO ANTONIO PASCUALES HERNÁNDEZ 

MAGISTRADO 

Aclaración de voto 
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LEONARDO DE JESÚS LARIOS NAVARRO 

SECRETARIO 
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Radicación: 13-001-31-07-001-2021-00055-02 

No. I. Tribunal: Grupo Tutela 2ª - 00352 de 2021 

Motivo Decisión:      Aclaración De Voto 

Accionante: Liry Luz Munera Cabrera   

Accionado: CNSC – Alcaldía Distrital de Cartagena   

Ponente: H. Magistrada Patricia Helena Corrales Hernández   

 

Cartagena, 18 de noviembre del dos mil veintiuno (2021). 

 

Surtidos los debates correspondientes, me permito aclarar el voto positivo 

respecto de la decisión que ha tomado la Sala en el asunto de la referencia, lo 

que concretizo en dos puntos:  

 

1.- El presente asunto debió resolverse en su esencia con el criterio 

jurisprudencial advertido en la sentencia T – 340 del 2020, en el punto de la 

interpretación y aplicación que ha de darse al artículo 6 de la Ley 1960 de 2019,  

en lo relacionado al uso de la lista de elegibles que exceda los cargos convocados; 

respecto de cuyas personas solo se genera una expectativa en la medida que 

durante la vigencia de la lista surjan vacantes definitivas en cargos equivalentes 

a los ofertados. En ese punto, ha de decirse que para consolidar tal expectativa 

el concepto de “vacancia definitiva” que trae la mentada Ley,  debe entenderse 

como lo aconseja la jurisprudencia, serán aquellas que se generan cuando 

quienes anteceden en la lista y que fueron nombrados y posesionados, se retiran 

de dichos empleos, en virtud de alguna de las causales consagradas en el artículo 

41 de la Ley 909 del 20041; criterio que fue extendido, bajo argumento plausible, 

                                                           
1  1. Por renuncia regularmente aceptada.  
2. Por declaratoria de insubsistencia del nombramiento en los empleos de libre nombramiento y remoción.  
3. Por declaratoria de insubsistencia del nombramiento, como consecuencia del resultado no satisfactorio en la 
evaluación del desempeño laboral de un empleado de carrera administrativa.  
4. Por declaratoria de insubsistencia del nombramiento provisional.  
5. Por destitución, como consecuencia de proceso disciplinario. 

6. Por revocatoria del nombramiento.  
7. Por invalidez absoluta.  
8. Por estar gozando de pensión.  
9. Por edad de retiro forzoso.  
10. Por traslado.  
11. Por declaratoria de nulidad del nombramiento por decisión judicial o en los casos en que la vacancia se ordene 
judicialmente.  
12. Por declaratoria de abandono del empleo.  
13. Por muerte.  
14. Por terminación del período para el cual fue nombrado.  
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en el caso de la sentencia T -340 de 2020, en donde se autorizó el uso de la lista 

de elegibles que excedió el número de vacantes convocadas a una vacante 

“adicional” originada en virtud de renuncia debidamente aceptada, pero 

respecto de un cargo existente en la planta de personal de la entidad al momento 

de la convocatoria, con la condición que se trataba de un cargo equivalente.  

 

En todo caso, la interpretación constitucional vigente, aún no cobija la 

posibilidad del uso de la lista de elegibles con ocasión a la figura de creación de 

cargos, que evidentemente no existen al momento de la convocatoria, como 

resulta ser el presente asunto, y que en mi sentir debió ser el criterio adoptado 

por la Sala.  

 

En este punto, debo señalar que no es que con la creación de un cargo de carrera 

administrativa no se genere una vacante definitiva, es de su esencia normativa 

que ello sea así; lo que sucede es que para consolidar la expectativa de quienes 

integran lista de elegibles que exceden los cargos convocados frente a futuras 

vacantes, estas deben originarse con ocasión al retiro del servicio de quienes los 

antecedieron en la lista o frente a vacantes adicionales que implican cargos no 

convocados pero existentes en ese momento, con la condición que se traten de 

empleos equivalentes.  

 

2.- En lo que no puedo estar de acuerdo es que se diga que el presente asunto 

no estamos frente a cargos equivalentes y menos que esa sea la razón de la 

decisión, es decir, su ratio decidendi, a partir de lo cual se llega a la afirmación 

que se trasgrede el principio del mérito; lo anterior por cuanto en mi criterio el 

hecho que se haya cambiado de grado 37 a grado 43 el empleo Inspector de 

Policía Urbano de Cartagena en desarrollo de una recategorización 

administrativa, que solo implicó el aumento de la asignación salarial para todos 

esos empleos, no es razón su suficiente para afirmar que no estamos frente a 

cargos equivalentes, pues tal decisión administrativa nunca involucró el cambio 

de funciones, roles, competencias y perfiles que se exigen a quienes deseen 

ocupar dichos cargos; en esencia esos empleos antes de la convocatoria, después 

de la convocatoria incluida la recategorización y en vigencia de la lista de elegibles 

son los mismos, es decir, estamos frente a cargos equivalentes.  

 

Ello es así, por cuanto los ciudadanos que ocuparon los once (11) primeros 

puestos en la lista de elegibles, y que aspiraron al cargo de Inspector de Policía 

Urbano en la Alcaldía de Cartagena de Indias,  identificado con la OPEC 73517, 

Código 233, Grado 37, finalmente fueron nombrados en ese mismo cargo, pero 

con ocasión a la recategorizacion, en el grado 43. Prueba fehaciente de que son 

cargos equivalentes.   

 

Ahora, el hecho que la asignación básica salarial varié con ocasión al cambio de 

grado, no significa que el cargo no es equivalente, es claro, y así lo sostiene la 

                                                           

15. Las demás que determinen la Constitución Política y las leyes”. 
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Alcaldía Distrital de Cartagena, que el único objeto de la recategorización fue 

para mejorar las asignaciones básicas mensuales de los empleados, pero de 

ningún modo para variar sus competencias y funciones, las cuales para el caso 

que nos atañe, se mantuvieron incólumes.  

 

Cosa diferente sucede en la sentencia T – 081 del 2021, precedente que se aplica 

en este caso, nótese que la situación fáctica sin dudas nos permite con meridiana 

claridad indicar que aquellos cargos no son equivalentes, pues las competencias, 

rol y/o perfil son totalmente disimiles, mientras que en nuestro caso, tal como 

se advirtió, los cargos comparten identidad de funciones, perfil, rol e incluso 

ubicación geográfica. En razón a ello, considero que los efectos de la sentencia T 

– 081 del Alto Tribunal, no puede irradiar sus efectos en el presente caso.  

 

Así las cosas, estimó que la exigencia de un cargo equivalente no comporta que 

se trate de una igualdad absoluta de un empleo, en el que confluyan todos los 

factores exigidos, y menos que esa quede reducida a una diferencia salarial, que 

tampoco aquí se vislumbra, por cuanto todos los empleos de Inspector de Policía 

Urbano de la Alcaldía de Cartagena de indias, han sido recategorizados en el 

grado 43, y no existe dicho empleo con grado 37, que es donde finalmente se 

apuntala el argumento de empleos diferentes.  

 

Sin duda alguna existe equivalencia en los cargos de Inspector de Policía Urbano 

de Cartagena grado 43, por cuanto todo los empleos antes y después de la 

recategorizacion, incluidos los once (11) provistos mediante la lista y los cuatro 

(4) creados, se enmarcan en los parámetros establecidos en el artículo 2.2.11.2.3. 

del decreto 1083 de 2015, por cuanto las funciones son iguales, se exigen los  

mismos requisitos de estudio experiencia y competencias laborales, tienen la 

misma asignación básica y en lo que respecta a los grados para todos ellos se le 

ha asignado el grado 43; de tal suerte que la diferencia en grado que se advierte 

en la decisión no es real, y no es real porque ya no existe el grado 37 para ese 

cargo.  

 

En estos términos dejo planteada la aclaración de voto.  

 

 

 

JOSE DE JESÚS CUMPLIDO MONTIEL 

Magistrado 
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ALCALDIA L{AYOR DE CARTAGENA DE l¡rOl,rs
DISTRITO TURISTICO V CÚLTUNEI,

NlT. 890480184 - 4

á)
C+i

LA DIRECCION ADMINISTRATIV,A DEL TALENTO HIJMANO
CERTIFICA

Que el señor BENJAMíN OUIÑONES AISLANT, céciuta 73. 126.861 , labora en et Distrito de
Cartagena así:

lNSPEcroR DE RENTA DE LA DlvlsloN DE lI¡PUESTos Y RENTAS t\,4uNtcrpALES DE
LA SECRETARTA DE HACIENDA, desdeet 10 de agosto de 1992 (Decreto No g77det 30de
julio de 1992) Acta de Poses¡ón No. 061 del 10 de agosto de 1992r hasta el 20 de jun¡o de
1995.

AUXILIAR TECNICO CODIGO 4041 GRADO 11 EN LA SECRETARIA DE DESARROLLO
SOCIAL Y HUMANO PARA LA INFANCIA, JUVENTUD, MUJER, FAMILIA, TERCERA EDAD
Y DlscAPAClrADos. desde el 21 de juniode'199s (Traslado Decreto No 618der 15 de junio
de 1995) A.ta de Posesióñ No. 006 del 21 dejunio de 1995r hasta ei s ce nor/iembre de 1996.

AUXILIÁR :=a¡\{lcO CCDIGO 4C51 GRADO 1O EN LA SECRETARTA D= DESARROLLO
SOCIA!- Y -- !,.,1\C :;s:e: 5 ca noviembre de 1995 iDeci.etc Nc. :12-_ ?et 3 de octubre

I VY:,

. _ __-.i_ a:t 3=¿lJ .: =.i *: s=cRETÁRtÁ lEr:=,: ^ =:: f,\ v l:s:¡i:__3 SC,: :_ ::s.:a : .: :: :_:.e!:aie ce _1gg3
i'..':.'=::- -¿:-::: r!: _r_:::: ::-:.:-:.:::.1-l! :::::= =:S¿SC^ \: l:42 18:-3ce:::-:-:::'?:¡ -:s'=: l::: =::_.:::: ll_,

AUXILIAR ¡.11.1, \. S-=.:.- .'C lll:31 _::-^ 3r.:t: :: 3:i=.,,: 
=r. 

:C!,i,SiRtÁS lE
FAI!'IlLlA D;ii LÁS ::!.t-'.:.S j : : - :=-.:: ; 2? :: :::s:: :: 2:--. ^::-::.a: c-
Decreto No.0483 del 3 ce agosic ce 2-:3-, ic:a ce p:ses:., \: :.1S:_ :le. )9 ¡¡ á..§.. .5
2001 ; hasta el 17 de octubre de 2001 .

AUXILIAR ADMINISTRATIVO CODIGO 550 GRADO 02 EN LA INSPECCION DE POLICIA\. ': ::sr: e' re a€ edüb.e ce z3r1 {Reubicac¡ón Decreio No. 0g04 del 17 de octubre deZ-l' ::.¿:::::;::- \: ":::: ' 3 :: ::: -: -g :g :: : 1 -as:a2g de:1azc ie 2lli
AUXt-.i.i.:l,r! l¡:-=..l- .: : -: .:: ::- 3=-:l: :i:)r _i .:..S=IIC,C\ DE pOLlCiÁ
ñl^.r -----Itu. rf _r=,-r= . .: :. -..-=::. .:::: :9:-::: \: l2_1§ 03, 1-i de mazo de 2006) Acta de
Posesjói \: '13- :: :: :i -¿?: :: 2:::: iasia 3l de 1.:nio de 200g.

AUXILIAR ÁI!.' ti S-=,:- . ] 3ODIGO 407 GRADO 03 EN LA INSPECCION DE POLICIA
No.10. i3s:i: "::.- :::2C08 (Traslado Decreto No.0447del .19de junio de 200g) Acta
de Pcs¿s :: '.- :-- := :' ce julio de 2009; hasta el g de agosto de 201ó.

AUXILI¡a r -r\!:r' ' s:RAilvo coDIGo 407 cRADo 03 EN LA rNSpECcroN DE polrcrA
N-o 1 :ss::: t: 3e agosto de 2010 (lncorporación Decreto No. 07g9 del 6 de agosto de
2C1a ;:e:: Pcsesión No.243 del .10 de agosto de 2010: hasta el 2 de mayo de 2d11.

ÍEci\:co coDlco 314 cRADo 15 EN LA SECRETARTA DE HAOTENDA, desde er 3 de
':?]c ae 201 1 (Encargo Decreto No.0545 der 29 de abrir de 201 1)Acta de posesión No. 182iel 3 de mayo de20j1; hasta el S de noviembre de 2015.

PROFESIONAL UNIVERSITARIO CODIGO 219 GRADO 33 EN LA SECRETARIA DEEDUcAcloN, desde er 6 de novíembre de 2015 lEncargo oécráio N0.1458 der 6 de noviembre
de 2015 y se hace trasrado mediante Decreto no. i460-der 6 de noviembre de 2015), hastá er28 de febrero de 2016

PRoFESIoNAL uNrvERSrrARro coDrco 219 GMDo 33 EN EL DATT, desde er 29 defebrero de 2016 (Trasrado Decreto No.0333 der 29 de febrerá ¿. zoro); hasta er 3i o" o.trurá
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En única instanc¡a de ras contravenciones comunes, ord¡nar¡as de que trata el Decreto Ley 13s5
de 1970, excepción hecha que le compete a la poticia Nacional.
De las contravenc¡ones espec¡ales o penales Decreto 522 de 1g71
Atender en primera instancia. los s¡guiéntes procesos policivos espee¡ales:. Amparo á la servidumbre, a ¡a poses¡ón, a la tenencia, al domicirio, control de obras ruinosas

y suspensión de l¡cencia de construcc¡ón.
. Protección hotelera (Decreto 1S1 de 1957).
. Protecc¡ón a ¡a prop¡edad intelectual
. Protección a tos animales (Ley 84 de 1999). Apos¡c¡ón de sellos (art. 578 detC. p. C.).. lnscripción en et tibro de defunc¡ón (Dct. 1260 de 1970 y 1S29 de 19A9). Control sán¡tario (Ley 9 de i979).
. Protecc¡ón en arrendam¡ento (Ley 59 de 19gS).. Propiedad Horizontal (Ley 163 de 1994)
. Conservación de¡ agua (Ley 79 de 19g6)
Ejercer funciones de pol¡cía judicial (art. 140 del C. p. p.)
Fünciones preventivas en protección del Menor y vfctimás de Vio¡enc¡a tntrafamiliar (Cód¡go delMenor y Ley 575 de 2000).
Expedir y verificar las ordenes de poricfa tendiente a eriminar y prevenir ra existencia de hechosperturba torios. de ra sárubr¡dad, segur¡dad, tranquiridad y roiairo"o púbr¡cá de conformidad conlas normas que regulan la materia.

rNSpEcroR DE polrcrA coDrGo 2$cffif§ácá7 EN LA rNspEccroN DE poL¡crA
No.14, desde er 10 de noviembrc de 2017 (Encargo Decreto No.t¿sg oer 1" de noviembre de2017 y se da Trasrado Mediante Decreto No.144ó der ro de noviembre ae zorzl;trasia er iide diciembre de 2017.

PROFESIONAL UNIVERSITARIO CODIGO 219 GRADO 35 EN LA SECRETARIA DELINTERIOR Y coNVtvENcrA CTUDADANA, desde er 12 de diciembre o" zori iÉ"""ü"Decreto No.1576 det 12 de diciembre de 2017); hasta el 29 dá mayo de 2018.

lNSPEcroR DE PoLrcrA coDrco 233 GRADO 37 EN LA rNspEccroN DE polrcrA No.5,desde et 30 de mayo de 2018 (Encargo Decreto No.o595 oet áo ae mayo de zolal; ñ"siá üfecha.

FUNCIONES DESEMPEÑADAS EN EL CARGO INSPECTOR DE POLICIA CODIGO 233 GRADO 37:1 D¡rigir ros consejos comuneros de gobiefno en su comuna y rearizar er posterior seguirr"nto y 
-

verif¡caclón de¡ cump¡im¡ento de ¡as decis¡ones adoptadas ;n et mtsmo.2. coord¡nar ¡a actuac¡ón admin¡skativa en Ia praneación, ejecuc¡ón, evaruación y comunicación a ra
comunidad de las acciones de gobierno en el área de su jurisd¡cción.

3. Elaborar los informes requeridos y referentes a las laborei de la dependencia y cargo.4. Elaborar y enviar ra correspondencia conforme a ¡os procedim¡entos estabrecidos.5. Elabofar y rend¡r ¡nforme con ra period¡c¡dad requerida por ras autor¡dades e ¡nstancias
competantes.

6. Dir¡gir y coord¡nar periódicamente acerca de ros auxiriares de just¡c¡e que no asistan a ras
prácticas de las diligencias para las que sean designados.7. Responder por ra creación de ras diferentes format de organización comunitaria en ra respectiva
¡ocalidad en ejerc¡cio de la participac¡ón comunitaria.
Gestionar la real¡zación de campañas civ¡cas al servicio de la comunidad.
L¡derar el proceso para que la JAL incluyan en tos pr.oyectcs ie inversión del Fondo de Desarrollo
Local las pricridaCes agr3baCas oc: ei Ccrsets Co,:r;:¿,¡ :e G¡o:e=; :esp€cirvo
Lroeia: ,: :.É=: : - ., :.::::::-:; _ _ : : : -: : - : : _ : : . : _. .::::;: ,;:
Gestionary.ccrci-ar,,aiea),za.c.ce=::,1¿:¿:_--:-.¿É-rr..e":."".;;s;lu;is;icción.
Dirigir el cumprimienro de las anteriores atribucLones, er ¡nspector de porrcia deberá fomentar ra
participac¡ón y el apoyo de la comun¡dad, su incumplimiento será causal de mala conducta

FUI{CIONES FOTICIVAS POR ATRIBUCIÓN LDGAJ,:
Con_ocer 1os asuritos o negocios que les asigne la 1ey tales como:1 De las contravenciones comunes y especiares ique se rdfiere er codigo Nacionarde pol¡cía y ras

demás disposiciones sobre la materia.

8.
9.

10.

11.
12.

2.

,t

4.

5.

6.

7.
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CERTIFICA
I'U¡TCIO§ES POLICIVAS E§PECIALBS:
1. Adelantar la instrucc¡ón de las ¡nvestigaciones a que d¡eren lugar las infracc¡ones que se cometan

en la comercial¡zación de bienes y servicios, de acuerdo con el proced¡miento señalado por el

Alcalde Mayor.
2. Proyectar los actos administrativos o cualquier decisión que deba tomar el Alcalde de su

localidad, sobre asuntos relac¡onados con el control de pesas y med¡da y l¡sta de precios en los

establec¡mientos comerciales.
3. Real¡zar en coordinac¡ón con el Alcalde Local, campañas. visitas de insPecc¡ón para ejercer

control de pe'sas y medidas y l¡stas de prec¡os en los establec¡mientos comerc¡ales.

4. Vigilar, iniciar e instru¡r para la respect¡va autoridad competente los prccesos que conduzcan a

imponer las sanciones respectivas a quienes violen las nomas urbanÍsticas de regulac¡ón del
espacio público, amoldamienlo urbano amb¡entales. conúol de ruidos, publ¡c¡dad visual,
funcionam¡ento de los estrblec¡m¡entos comerciales. disposición de residuos. es@mbros,
cerramienlo y desmonte de lotes, sin perju¡cio de su facullad sancbnatoria de conformidad con
las normas vigentes.

5. Reclbir las quejas que por ocupación de hecho y resri¡jc;en del espác¡o gibl¡co se presenten en

el área de su jur¡sdicc¡ón y dentro de las 48 horas después de Ia pres€ntación dél escrito de
queja, gracticar inspección ocular sobre el inmueble obietc de q$erel¡a y esEblecer las razones
de hecho y derecho, que as¡sten al ocupante y enviar'o atudo a b Oñcif[a Asesora Juríd¡ca de
la alcaldla Mayor pala su respectivo trámite.

6. Realizar en coordinación con el Alcalde de su localidad. S€cr€B¡a det k:tdxx y Convivencia
Ciudadana. Gerenc¡a de Espeb Público, Oirección c'e C5,crae U:bee y eoác¡a !{ai:nal. vis¡las
de control a ios establecimientos de comercio ccr i¿ iñdjc3d ie y€:a loq d Grnp,*o*ento Ce ias
d¡sposiciones vigenies

7. Las demás que le sean asignadas y que estén acaites a!. ie .a¡!t"á¿za C¿ cargc y d &ea ie
desempeño.

FUNCTONES DESEMPEÑADAS EN Et CARGO PROFESIONAL UNIV=RS¡TÁRiO CCDiGO 219
GRADO 35:
1. Gest¡onar y mantener actualizado un sistema de información sobre asuntos relac¡onados con su

área de com petenc¡a.

2. Colabor& con las acti\rk ades que se desaroltsn en la dependenc¡a asignada cuando las

nec€sidades íes requé'ar.
3. Ejecutar las .ares se§¿¡ié ?+: s.; i'ir-..€cra:s ,§J:€!^a, aÉe cqr B roeescs. programas.

proyectos que se des¿r..oiien en ia dep€ndetcia st ra c,.:ai se e¡:uen¡re asignads. ¿e Jonform¡Cad

con ei manual de proeedimientos o en su defecto por ias instrucciones que se le señale.
4. Realizar las acciones necesarias para el cumplimiento del plan de trabajo de la oficina de control

interño, cuando sea asignado a ella, con el Rn de garantizar el ef¡c¡ente cumpl¡miento de las

func¡onés por parie de los funcionarios del D¡str¡to y el eficiente y racional uso de los recursos de
esta.

5. L¡derar la representación jud¡cial del Distrito con poder del Alcalde, en los procesos en los que sea
pale y que le tueren asignados.

6. Dir¡gir las ¡nvest¡gaciones en mater¡a jurisprudencial y orga¡¡zac¡ón metódica de la legislac¡ón

apl¡cable en el Disf¡to.
7. Realizar la rev¡s¡ón de la documentación y rend¡r concepto previo a la suscripc¡ón de contratos que

deba firmar el Alcalde o el respectivo jefe de la Dependencia en donde se encuentre asignado.

8. Elaborar los proyectos de acto administrativo que solic¡te su super¡or jerárqu¡co, someterlos a su

revisión.
9. Real¡zar las tareas y funciones asignedás de acuerdo a la ¡nterpretac¡ón legislativa adoptada por la

Oficina Jurid¡ca del distr¡to,
10. Dirigir las reun¡ones de coordinación y un¡fcación de interpretac¡ón jurfdica que eljefe de la Oficina

programe.
11. Elaborar los proyectos de respuestas a lás consultas escritas presenladas ante el O¡strito, y

absolver las consultas verbales que se le formulen.
12. Ver¡f¡car que los controles asociados con cada una de las actividades de la Administrac¡ón Distrital,

estén adecuadamente def¡nidas, apropiadas y en cont¡nuo mejoram¡ento, de acuerdo con la

evaluación de Ia ádmin¡strac¡ón.
13. Liderar el cumplimiento de las leyes,

entidad.
normas, políticas, procedim¡entos, planes y proyectos de la
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14. Formutar v verif¡car ta apr¡cación d",". ,"c"5§#F" j:f part¡cipacaón c¡udadana, que en desaroro
del mandato constituc¡ona¡y legal diseñe Ia Adm¡nistrac¡ón D¡str¡tal.

15. Liderar el cumpl¡miento de los objetivos, func¡ones y actividades prop¡as de Ias dependencjas y
evaluar el rendimiento y productividad de estas.

16. Ejercer las iunciones de conkol prev¡o en la contratación _ administrativa, con sujeción a lo
dispuesto en la ley sobre la materia.

lT Liderar las acciones, procesos y operaciones que se real¡zan en la Alcaldfa D¡strita¡se ejecuten de
acuerdo con los reglamentos legales, adm¡nistrativos y de control v¡gentes.

18. Ebctuar recomendac¡one§' lelacionadas con la razonabilidad dei contenido de las auditorías
practicad as.

'19. Preparar tutelas y recufsos en procesos en los cuales se encuentre v¡nculado el Distfito.
20. Las demá-§ que le sean asignadas y que estén acordes con la naturaleza del cargo y el área de

desempeño.

La certificaciÓn se realizó tomando como base los documentos que reposan en la Historia Laboral,
nóminas de pago y manual de funciones.

Esta certificación se expide a solicitud de la persona ¡nteresada y se firma en cartagena a los
29 días del mes de agosto de 2018.

&*¿J,**,\
GABRIELA TINOCO ALVAREZ
Directora Administrativa

Proyectó: JorSe CiV-

V

Pag.4de O ,.,

DISTRITO TURISTICO Y CULTURAL

58


